
 

 

XDO. CONTENCIOSO/ADMTVO. N. 1  

FERROL 

 
SENTENCIA: 00102/2018 

- 

 

Modelo: N11610 

C/CORUÑA NÚM. 55-2 PLANTA - EDIFICIO JUZGADOS 

 

Equipo/usuario: AS 

 

N.I.G: 15036 45 3 2017 0000261 

Procedimiento: DF DERECHOS FUNDAMENTALES 0000241 /2017 / 

Sobre: ADMON. LOCAL 

De D/Dª: JUANA BARRO COUTO, ALEJANDRO GUTIERREZ SANCHEZ , JUAN JOSE FRANCO CASAL , GUMERSINDO 

PEDRO GALEGO FEAL , ROCIO AURORA BERTOA PUENTE , ANA MARIA NOVO PICOS , ANDRES SERANTES 

PAINCEIRAS 

Abogado: D. EMILIO JAUDENES FABRA 

Procurador D./Dª: CAROLINA FERNANDEZ DIAZ 

Contra D./Dª CONCELLO DE FENE 

Abogado: 

Procurador D./Dª 

 
 

Procedimiento: Derechos fundamentales 241/2017 
En Ferrol, a 24 de septiembre de 2018 

SENTENCIA 

 

Vistos por mí, Ana Sánchez Sánchez, magistrada- juez del 

Juzgado de lo contencioso-administrativo de Ferrol, los 

presentes autos de recurso contencioso-administrativo seguido 

ante este Juzgado con el número  241/2017, sustanciándose por  

el procedimiento de tutela de derechos fundamentales, 

interpuesto frente al acuerdo de la Mesa de edad que presidió  

la sesión plenaria extraordinaria del Concello de Fene, de 

26.10.2017, por el que se acordó paralizar la tramitación de la 

moción de censura; en el que han sido parte, como demandantes 

DON GUMERSINDO PEDRO GALEGO FEAL, DOÑA ROCIO AURORA BERTOA 

PUENTE, DON JUAN JOSE FRANCO CASAL, DOÑA JUANA BARRO COUTO, DON 

ANDRES SERANTES PAINCEIRAS, DON ALEJANDRO GUTIERREZ SANCHEZ y 

DOÑA ANA MARIA NOVO PICOS, representados por la procuradora Dª 

Carolina Fernández Díaz y asistidos por el letrado D. Emilio 

Jaudenes Fabra; como demandado el Concello de Fene; y el 

Ministerio Fiscal. 

 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

Primero.- Por la procuradora Dª Carolina Fernández Díaz, en 

nombre y representación de DON GUMERSINDO PEDRO GALEGO FEAL, 
DOÑA ROCIO AURORA BERTOA PUENTE, DON JUAN JOSE FRANCO CASAL, 
DOÑA JUANA BARRO COUTO, DON ANDRES SERANTES PAINCEIRAS, DON 
ALEJANDRO GUTIERREZ SANCHEZ y DOÑA ANA MARIA NOVO PICOS, se 

interpuso recurso contencioso-administrativo especial para la 
protección de los derechos fundamentales frente al acuerdo de 
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la Mesa de edad que presidió la sesión plenaria extraordinaria 
de 26.10.2017, por el que se acordó paralizar la tramitación de 

la moción de censura. Admitido a trámite el recurso, remitido  
el expediente administrativo y tras los trámites legales 
pertinentes, por la procuradora Dª Carolina Fernández Díaz, en 
nombre y representación de DON GUMERSINDO PEDRO GALEGO FEAL, 
DOÑA ROCIO AURORA BERTOA PUENTE, DON JUAN JOSE FRANCO CASAL, 
DOÑA JUANA BARRO COUTO, DON ANDRES SERANTES PAINCEIRAS, DON 
ALEJANDRO GUTIERREZ SANCHEZ y DOÑA ANA MARIA NOVO PICOS, se 

formuló demanda, en la que después de las alegaciones de hecho  
y de derecho que estimó pertinentes, suplicó se dicte sentencia 
declarando no ajustado a Derecho el Acuerdo recurrido, por 
vulnerar el derecho constitucional de los demandantes a 
participar en los asuntos públicos y acceder en condiciones de 
igualdad a las funciones y cargos públicos con los requisitos 
que señalen las leyes, recogido en el artículo 23 de la 
Constitución Española, incurriendo en causa de nulidad y, 

subsidiariamente, de anulabilidad. El derecho de todos los 
concejales recurrentes, como grupo mayoritario, a ejercer las 
tareas de gobierno del Ayuntamiento de Fene y no de oposición, 
sustrayendo el debate y votación de la moción de censura a  
todos los integrantes de la oposición entre los que se incluyen 
los recurrentes; ordenando la continuación del pleno conforme a 
la Ley en el momento en el que fue suspendido por la decisión  
de la mesa de edad con el voto de calidad de la presidenta. 

 

Segundo. Por el Ministerio Fiscal se presentó escrito 

solicitando la estimación de la demanda al considerar vulnerado 
el derecho fundamental invocado. Por decreto de 6 de febrero de 
2018 se tuvo por no personada a la procuradora Sra. Vázquez 
Méndez en representación del Concello de Fene, teniendo por 
caducado el derecho a formular alegaciones. 

 
TERCERO. Por auto de fecha 25 de abril de 2018 se acordó  

recibir el recurso a prueba. Se practicó documental.  

Practicadas las pruebas y formuladas las conclusiones quedaron 

las actuaciones vistas para sentencia. 

 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Primero.- Se interpone recurso contencioso administrativo 

especial para la protección de los derechos fundamentales 

frente al Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Fene de fecha 

26 de Octubre de 2017, por el que la Presidenta de la Mesa de 

edad, haciendo valer su voto de calidad y con el voto en  

contra de la otra integrante, acordó suspender la tramitación 

de la moción de censura, impidiendo su debate, interpuesta por 

el Partido Popular y Somos Fene. 

 
Se alega en la demanda que la moción de censura presentada 

reunía los requisitos exigidos en el art.197 de la LOREG, lo 
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que comprobó la Secretaría General del Ayuntamiento, extendido 

en el mismo acto la correspondiente diligencia acreditativa. 

Que la Presidenta de la mesa de edad encargada de dirigir la 

sesión, la concejal de mayor edad, utilizando la prerrogativa 

del voto de calidad acordó suspender y no continuar la 

tramitación del Pleno Extraordinario convocando aludiendo a un 

escrito presentado esa misma mañana por un representante de 

Participación Democrática Directa de Galicia. Se indica que 

ningún hecho relevante sucedió, ni se alegó, entre la 

convocatoria del Pleno y su celebración. Que  las 

circunstancias exigidas y previstas en los tres primeros 

párrafos del apartado a) del número 1 del art.197 de la LOREGG 

son exactamente las mismas. Se alega desviación de poder, 

señalando que con la torticera utilización del voto de calidad 

de la presidenta de la mesa de edad, perteneciente al gobierno 

y al partido del alcalde, se impidió el debate de la moción de 

censura regulada en el art.197 de la LOREG. Ello supuso privar 

del debate y votación de la misma a todos los grupos de la 

oposición, secuestrando el Pleno y vulnerando flagrantemente  

el derecho fundamental de los concejales a la participación 

política. 

 

 

Por el Ministerio Fiscal se alega que conforme a reiterada 

doctrina del Tribunal Constitucional, el art. 23.2 CE consagra 

la dimensión pasiva del derecho de participación política, 

reconociendo el derecho de los ciudadanos a acceder en 

condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos con 

los requisitos que señalen las leyes. Que la promoción, debate 

y votación dela moción de censura contra el Alcalde forma  

parte del núcleo de la función representativa que el art. 23.2 

CE consagra en el ámbito de la autonomía local (STC 21-12- 

2017, rec. 5210-2014). Señala que la decisión de suspender el 

Pleno, aun cuando fue adoptada al amparo de las limitadas 

competencias que reconoce el art. 197.1 e) de la LOREG,  

resulta vulneradora del derecho fundamental invocado porque se 

aparta de la aplicación rigurosa de la ley de forma  

inadmisible con el efecto de impedir a los recurrentes el 

debate y votación de la moción de censura sin causa que 

amparase tal decisión. 

 
 

SEGUNDO. El artículo 197 de la LOREG, establece, en  su 

apartado 1º : “1. El Alcalde puede ser destituido mediante 

moción de censura, cuya presentación, tramitación y votación  

se regirá por las siguientes normas: 

 

a) La moción de censura deberá ser propuesta, al menos, por la 
mayoría absoluta del número legal de miembros de la 
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Corporación y habrá de incluir un candidato a la Alcaldía, 

pudiendo serlo cualquier Concejal cuya aceptación expresa 

conste en el escrito de proposición de la moción. 

 

En el caso de que alguno de los proponentes de la moción de 

censura formara o haya formado parte del grupo político 

municipal al que pertenece el Alcalde cuya censura se propone, 

la mayoría exigida en el párrafo anterior se verá incrementada 

en el mismo número de concejales que se encuentren en tales 

circunstancias. 

Este mismo supuesto será de aplicación cuando alguno de los 

concejales proponentes de la moción haya dejado de pertenecer, 

por cualquier causa, al grupo político municipal al que se 

adscribió al inicio de su mandato. 

 

b) El escrito en el que se proponga la moción de censura 

deberá incluir las firmas debidamente autenticadas por Notario 

o por el Secretario general de la Corporación y deberá 

presentarse ante éste por cualquiera de sus firmantes. El 

Secretario general comprobará que la moción de censura reúne 

los requisitos exigidos en este artículo y extenderá en el 

mismo acto la correspondiente diligencia acreditativa. 

 

c) El documento así diligenciado se presentará en el Registro 

General de la Corporación por cualquiera de los firmantes de  

la moción, quedando el Pleno automáticamente convocado para  

las doce horas del décimo día hábil siguiente al de su 

registro. El Secretario de la Corporación deberá remitir 

notificación indicativa de tal circunstancia a todos los 

miembros de la misma en el plazo máximo de un día, a contar 

desde la presentación del documento en el Registro, a los 

efectos de su asistencia a la sesión, especificando la fecha y 

hora de la misma. 

 

d) El Pleno será presidido por una Mesa de edad, integrada 

por los concejales de mayor y menor edad de los presentes, 

excluidos el Alcalde y el candidato a la Alcaldía, actuando 

como Secretario el que lo sea de la Corporación, quien 

acreditará tal circunstancia. 

 

e) La Mesa se limitará a dar lectura a la moción de censura, 
constatando para poder seguir con su tramitación que en ese 

mismo momento se mantienen los requisitos exigidos en los tres 

párrafos del apartado a), dando la palabra, en su caso,  

durante un breve tiempo, si estuvieren presentes, al candidato 

a la Alcaldía, al Alcalde y a los Portavoces de los grupos 

municipales, y a someter a votación la moción de censura”. 
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La reciente sentencia de TC 151/2017, de 21 de diciembre, 

señala que el 197.1 a) párrafo tercero LOREG declaró la 

inconstitucionalidad y nulidad del párrafo tercero del  

artículo 197.1 a) de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio,  

de régimen electoral general, en la redacción dada por la Ley 

Orgánica 2/2011, de 28 de enero, pero difiere los efectos de 

esta nulidad hasta la convocatoria de un nuevo proceso de 

elecciones locales 

 

Así pues, el artículo 197 establece la convocatoria automática 

del Pleno, una vez presentado el escrito y extendida por el 

Secretario general la correspondiente diligencia acreditativa 

de que la moción de censura reúne los requisitos exigidos en  

el artículo citado. 

 

En este caso, consta la diligencia de la secretaria accidental 

del Concello de Fene, en la que se hace constar que la moción 

de censura reúne los requisitos exigidos en el artículo 197 de 

la LOREG. Se añade: “ Non obstante, advírtese a existencia do 

auto 69/2017 do Xulgado Contencioso-Administrativo Nº1 de 

Ferrol, polo que se acuerda estimar a solicitude de medidas 

cautelares frente ao acordó do Pleno do Concello de Fene de 

data 03.08.2017, que en caso de ser revocadas, dexarían sen 

efecto a presente Dilixencia”. 

 

Por auto de este mismo Juzgado, de fecha 27 de septiembre de 

2017, se acordó suspender el acuerdo del Concello de Fene, de 

fecha 3 de agosto de 2017, por el que se resuelve dar cuenta 

del pase a la condición de no adscritos de D. Xoán Manuel 

Rodríguez Bastida y D. César Daniel Castro García. 

 

El fundamento de la resolución de la mesa de edad, según se 

indica, es el informe de la Secretaria y el escrito presentado 

el mismo día por el partido político Participación Democracia 

Directa de Galicia. Sin embargo, el informe de la Secretaria 

señala que no se observan impedimentos para continuar con la 

tramitación de la sesión y en la solicitud de Participación 

Democracia Directa de Galicia, lo que se indica es que se 

solicita a la Mesa de Edad que constate que el Pleno del día 3 

de agosto de 2017 tomó razón de la condición de concejales no 

adscritos de D. Xoan Manuel Rodríguez Bastida y D. César  

Daniel Castro García, condición que no fue revocada por 

resolución judicial firme y definitiva y, en consecuencia, y  

en aplicación de lo previsto en el artículo 197.1 de la LOREG, 

excluya del voto a los dos concejales. 

Así pues, la citada decisión de la mesa de edad se basó en el 

pase a la condición de concejales no adscritos de los 

recurrentes, por acuerdo de fecha 3 de agosto de 2017, acuerdo 
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que fue suspendido por auto de este mismo Juzgado de 

27.09.2017. Por tanto, esta decisión es contraria al 

pronunciamiento del auto de fecha 27.09.2017; y no se ajusta a 

lo establecido en el artículo 197, pues no se había producido 

ninguna variación en cuanto al cumplimiento de los requisitos 

exigidos en los tres párrafos del apartado a) del citado 

precepto. 

 
La Sentencia del Tribunal Constitucional 81/2012, de 18 de 

abril, establece. “La moción de censura al alcalde se presenta 

así como un instrumento de naturaleza híbrida. Por un lado,  

es, primordialmente, un instrumento de control y de exigencia 

de responsabilidad política al alcalde por parte del Pleno y, 

por tanto, un mecanismo de relación entre los órganos del 

gobierno municipal. Por otro lado, cuando prospera, la moción 

de censura es, también, causa de cese del alcalde inicialmente 

designado -poniendo fin a la efectividad de la  elección 

inicial de alcalde- y, también, un procedimiento de 

proclamación de uno nuevo. 

 

En la medida en que se trata de una competencia que  

corresponde al Pleno para el control y debate respecto a la 

gestión del alcalde y, por tanto, de un instrumento  de 

relación entre los órganos del gobierno municipal y de 

exigencia de responsabilidad política al alcalde, la moción de 

censura aparece como una pieza clave de la forma de gobierno 

local, esto es, del régimen institucional local. La 

configuración de la moción, la determinación de las  

condiciones para su ejercicio, y su régimen de límites y 

garantías perfilan un determinado modelo institucional que 

persigue asegurar la estabilidad del gobierno municipal 

(optando por una moción constructiva y estableciendo los 

límites de su ejercicio), pero también garantizar la 

efectividad del mecanismo de control (estableciendo un régimen 

de garantías). Por ello, todos estos aspectos de la regulación 

de la moción de censura constituyen elementos nucleares de la 

forma de gobierno local que entran dentro del concepto de  

bases del régimen local y su establecimiento es competencia  

del Estado ex art. 149.1.18 CE puesto que el "régimen local"  

se incardina, como ha afirmado reiteradamente este Tribunal,  

en el "régimen jurídico de las Administraciones públicas" (por 

todas, SSTC 25/1983, de 7 de abril, FJ 4 , y 214/1989, de 21  

de diciembre , FJ 1). 

 

Ahora bien, no puede olvidarse que al ser la moción de censura 

al alcalde una moción constructiva, cuando prospera implica la 

apertura de un procedimiento extraordinario de elección del 
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alcalde, que pone fin anticipado al mandato del anteriormente 

elegido y permite designar a uno nuevo. 

 

La determinación de los elementos centrales de la moción de 

censura constructiva al alcalde implica, por tanto, también,  

la regulación de otros tres aspectos. En primer lugar, supone 

la regulación de un procedimiento de elección de un cargo 

electivo de representación política, incardinándose este 

aspecto en la materia "elecciones locales" y, por tanto, en el 

"régimen electoral general". En segundo lugar, implica también 

la regulación de los elementos nucleares del régimen  de 

acceso, permanencia y cese del alcalde, desarrollándose de 

forma directa el art. 23.2 CE . Y, por último, paralelamente, 

se configura el ius in officium, el estatus representativo de 

los concejales, ya que, en la medida en que la iniciativa de  

la moción y, por tanto, de la puesta en marcha de un 

procedimiento extraordinario de elección de nuevo alcalde y de 

remoción del anterior, se atribuye a los concejales esta 

facultad de presentar una moción de censura con los límites y 

garantías previstos en la legislación, pasa a formar parte del 

núcleo de su función de representación política”. 

 

Como señala la reciente sentencia de TC 151/2017, de 21 de 

diciembre, el 197.1 a) párrafo tercero LOREG,: “ofrece una 

concreción más del marco legal específico del estatus 

representativo de los concejales no adscritos de los 

municipios, contemplados por el artículo 73.3 LBRL”. 

 

Así pues, el acuerdo recurrido dado que suspende la  

tramitación de la moción de censura, sin que concurran los 

supuestos legales para ello, vulnera el derecho fundamental 

reconocido en el artículo 23 de la Constitución Española, por 

lo que es nulo de pleno derecho. Lógicamente la nulidad del 

acuerdo invocado comporta la continuación del pleno conforme a 

la Ley. 

 

Procede, por lo expuesto, la estimación de la demanda. 

 

 

 
TERCERO.  En cuanto a las costas, conforme a lo dispuesto en 
el artículo 139 de la LJCA, se imponen a la Administración 
demandada, al estimarse las pretensiones de la demanda, si  
bien haciendo uso de la facultad prevista en el artículo  
139.3, se establece un límite máximo de 500 euros, en cuanto a 
los honorarios del letrado de los demandantes. 
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FALLO 

 

Que debo estimar y estimo el recurso contencioso- 
administrativo para la tutela de derechos fundamentales 
interpuesto por la procuradora Dª Carolina Fernández Díaz, en 
nombre y representación de DON GUMERSINDO PEDRO GALEGO FEAL, 
DOÑA ROCIO AURORA BERTOA PUENTE, DON JUAN JOSE FRANCO CASAL, 
DOÑA JUANA BARRO COUTO, DON ANDRES SERANTES PAINCEIRAS, DON 
ALEJANDRO GUTIERREZ SANCHEZ y DOÑA ANA MARIA NOVO PICOS, 

frente al acuerdo de la Mesa de edad que presidió la sesión 
plenaria extraordinaria de 26.10.2017, por el que se acordó 
paralizar la tramitación de la moción de censura, declarando  
la nulidad de pleno derecho del Acuerdo recurrido,  por 
vulnerar el derecho constitucional de los demandantes a 
participar en los asuntos públicos y acceder en condiciones de 
igualdad a las funciones y cargos públicos con los requisitos 

que señalen las leyes, recogido en el artículo 23 de la 
Constitución Española. Todo ello, con imposición de costas a  
la Administración demandada hasta un límite máximo de 500 
euros, en cuanto a los honorarios del letrado de los 
demandantes 

 

Notifíquese esta sentencia a las partes haciéndoles saber que 
contra la misma cabe recurso de apelación que deberá 
interponerse por escrito ante este mismo Juzgado, dentro de  
los quince días siguientes a su notificación 

 

Llévese el original al libro de sentencias y expídase 
testimonio para incorporarlo a las actuaciones. 

 

Así se pronuncia, manda y firma por Dña. Ana Sánchez Sánchez, 
magistrada-juez de este Juzgado. 

 

 

 
PUBLICACION.- La anterior sentencia fue leída y publicada en 
el día de la fecha por la Sra. Magistrada-Juez que la dictó, 
estando celebrando audiencia pública, de lo que yo, 
Secretario, doy fe. 


